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RESUMEN 

Cualquier demora o vacancia prolongada en las autoridades del organismo no solo debilita 

a la AGN, sino que menoscaba de manera directa la potestad del Poder Legislativo de 

ejercer el control externo del sector público nacional que le fuera atribuida 

constitucionalmente y afecta los mecanismos de rendición de cuentas y el derecho de la 

ciudadanía a saber cómo se utilizan los recursos públicos. 

  

¿Cuál es la situación actual de la AGN? 

El vencimiento de los mandatos de los auditores, que comenzó en abril del 2024 con los 

nombrados por la Cámara de Diputados y culminó en abril de 2025 con aquellos 

correspondientes al Senado, dio como resultado que la AGN cuente desde abril del corriente 

y hasta hoy con un único auditor en funciones: el Presidente del organismo. 

En este contexto, del contraste de los requisitos normativos y la sola presencia del Presidente 

ante la falta de designación de 6 auditores generales, no cabe otra conclusión posible que 

dar cuenta de la acefalía del organismo y la incapacidad del auditor en funciones de dar 

cumplimento de manera acabada con las funciones que constitucional y legalmente le fueron 

dadas al organismo. 

Advertido del peligro que la falta de integración del Colegio de Auditores Generales 

representaba para el normal funcionamiento del organismo, el 23 de marzo de 2025 el 

Colegio de Auditores dispuso delegar en el Presidente cuestiones de índole netamente 

administrativo, resultando un mero paliativo que sólo asegura la continuidad de las tareas 

pero lejos queda de asegurar el cumplimiento de las funciones atribuidas al organismo. 

La Auditoría General de la Nación, como órgano de control externo del Congreso, es una 

pieza esencial para el equilibrio institucional y la buena gobernanza en Argentina. Su correcto 

funcionamiento depende de una conducción colegiada plenamente integrada y operativa.  

Garantizar la designación oportuna de los auditores generales es, por tanto, una obligación 

política y constitucional que impacta directamente en la calidad democrática y en la 

legitimidad del control sobre los actos de gobierno. 

Cualquier demora o vacancia prolongada no solo debilita a la AGN, sino que menoscaba de 

manera directa la potestad del Poder Legislativo de ejercer el control externo del sector 

público nacional que le fuera atribuida constitucionalmente y afecta los mecanismos de 

rendición de cuentas y el derecho de la ciudadanía a saber cómo se utilizan los recursos 

públicos. 

Es por todo ello que desde el Observatorio del Control Público (OCP) advertimos el 

atentado institucional y constitucional que podría configurarse ante cualquier intento de 

limitación de facultades, vaciamiento directo o indirecto y/o supresión del organismo.  
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INFORME DEL OBSERVATORIO DE CONTROL PÚBLICO DE FUNDACIÓN ÉFORO 

Marco constitucional y legal 

La Auditoría General de la Nación (AGN) ocupa un lugar central en el esquema de control del 

Estado argentino, consagrado por la Constitución Nacional y desarrollado por el marco legal 

vigente. Su rol como órgano técnico de asistencia al Congreso de la Nación en la función de 

control externo del sector público nacional le otorga una relevancia institucional decisiva 

para la transparencia, la eficiencia y la rendición de cuentas en el uso de los recursos 

públicos. 

El artículo 85 de la Constitución Nacional -conforme la última reforma del año 1994- 

establece que el control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, 

económicos, financieros y operativos será una atribución propia del Poder Legislativo, cuyo 

examen y opinión estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoría General de la 

Nación. Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional tendrá a 

su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de la administración 

pública centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las 

demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá necesariamente en el trámite de 

aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos. 

La Ley N.º 24.156 de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector 

Público Nacional (artículos 116 a 131) -sancionada en el año 1992- regula su funcionamiento, 

atribuciones, facultades y estructura. Le asigna, entre otras funciones, la de auditar la 

ejecución del presupuesto, los estados contables del sector público, la gestión de los 

organismos y empresas estatales, y la legalidad de los actos administrativos con contenido 

económico-financiero. 

La AGN, en tanto órgano técnico y externo de control, constituye una garantía de control 

democrático, especialmente en contextos donde se requiere fortalecer la lucha contra la 

corrupción, el control de la gestión pública y la eficiencia en la asignación de recursos. 

Además, sus informes de auditoría son insumos fundamentales para la labor de la Comisión 

Mixta Revisora de Cuentas del Congreso, lo que refuerza el mecanismo de control 

interinstitucional y la participación del Poder Legislativo en la fiscalización del Ejecutivo y del 

conjunto del sector público nacional. 

  

Integración del Colegio de Auditores 

El Colegio de Auditores Generales es el órgano de conducción colegiada de la AGN y está 

integrado por siete miembros, de los cuales uno ejerce la presidencia, y su designación 

obedece a un procedimiento reglado por la Constitución (art. 85) y la ley supra mencionada: 
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●  ​Seis de dichos auditores generales serán designados por resoluciones de las dos 

Cámaras del Congreso Nacional, correspondiendo la designación de tres (3) a la Cámara 

de Senadores y tres (3) a la Cámara de Diputados, observando la composición de cada 

Cámara. 

●  ​El presidente del organismo será designado a propuesta del partido político de 

oposición con mayor número de legisladores en el Congreso. 

El art. 125 de la Ley N.º 24.156 define las siguientes atribuciones y deberes de los auditores 

generales reunidos en Colegio: 

a) Proponer el programa de acción anual y el proyecto de presupuesto de la entidad; 

b) Proponer modificaciones a la estructura orgánica a las normas básicas internas, a la 

distribución de funciones y a las reglas básicas de funcionamiento con arreglo al artículo 

116 y, además, dictar las restantes normas básicas, dictar normas internas, atribuir 

facultades y responsabilidades, así como la delegación de autoridad; 

c) Licitar, adjudicar, adquirir suministros, contratar servicios profesionales, vender, 

permutar, transferir locar y disponer respecto de los bienes muebles e inmuebles 

necesarios para el funcionamiento de la entidad, pudiendo aceptar donaciones con o sin 

cargo; 

d) Designar el personal y atender las cuestiones referentes a éste, con arreglo a las 

normas internas en la materia, en especial cuidando de que exista una equilibrada 

composición interdisciplinaria que permita la realización de auditorías y evaluaciones 

integradas de la gestión pública; 

e) Designar representantes y jefes de auditorías especiales; 

f) En general, resolver todo asunto concerniente al régimen administrativo de la entidad; 

g) Las decisiones se tomarán colegiadamente por mayoría. 

  

Marco reglamentario internacional 

En las Resoluciones 66/209 de 2011 y 69/228 de 2014 de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas se ha reconocido el importante papel que desempeñan las Entidades 

Fiscalizadoras Superiores (EFS) en la promoción de la eficiencia, la rendición de cuentas, la 

eficacia y la transparencia de la administración pública, lo que fomenta el logro de los 

objetivos y prioridades de desarrollo nacionales, así como los objetivos de desarrollo 

acordados internacionalmente. 

En la Agenda de Acción de Addis Ababa sobre Financiamiento para el Desarrollo, aprobada 

por la Resolución 69/313 de 2015 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, los 
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Estados miembros se comprometen a fortalecer los mecanismos de control nacional, tales 

como las entidades fiscalizadoras superiores, y a fomentar la movilización y uso eficaz de los 

recursos públicos nacionales. 

Este compromiso se deriva del reconocimiento plasmado en la Resolución 69/228 del mismo 

cuerpo, respecto del papel que tienen las EFS en cuanto al fomento de la rendición de 

cuentas gubernamental en torno al uso de recursos y su desempeño en el logro de objetivos 

de desarrollo. Para garantizar que las EFS puedan cumplir con esta aspiración, el documento 

incentiva a los Estados miembros a prestar la debida atención a la independencia y al 

desarrollo de capacidades de las EFS, de manera que sean congruentes con sus estructuras 

institucionales nacionales. 

Conscientes de que la independencia debe mantenerse como un objetivo fundamental de 

todas las EFS, las resoluciones igualmente mencionan y alientan a los Estados miembros a 

aplicar, de manera consistente con sus estructuras institucionales nacionales, la Declaración 

de Lima de Directrices sobre Preceptos de Auditoría de 1977 y la Declaración de México 

sobre Independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores de 2007, de la Organización 

Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI, por sus siglas en inglés) las 

cuales indican: 

Que la apropiada y eficaz utilización de los fondos y recursos públicos constituye uno de los 

requisitos esenciales para el adecuado manejo de las finanzas públicas y la eficacia de las 

decisiones de las autoridades responsables; 

Que la INTOSAI-P 1: La Declaración de Lima (Líneas Básicas de la Fiscalización) establece que 

las Entidades Fiscalizadoras Superiores (EFS) sólo pueden llevar a cabo sus cometidos si son 

independientes de la institución fiscalizada y están protegidas contra influencias externas; 

Que, para lograr ese objetivo, es indispensable para una democracia saludable que cada país 

cuente con una EFS, cuya independencia esté garantizada por ley; 

Que, aunque la Declaración de Lima reconoce que las Instituciones Estatales no pueden ser 

absolutamente independientes, también reconoce que las EFS deben tener la independencia 

funcional y organizativa requerida para el cumplimiento de su mandato; 

Que, a través de la aplicación de los principios sobre independencia, las EFS pueden lograr su 

independencia por diferentes medios, utilizando diversas salvaguardas para alcanzarla. 

 

Situación de la AGN desde abril de 2025 

El vencimiento de los mandatos de los auditores, que comenzó en abril de 2024 con los 

nombrados por la Cámara de Diputados y culminó en abril de 2025 con aquellos 

correspondientes al Senado, dio como resultado que la AGN cuente desde abril del corriente 

cómo único auditor en funciones al presidente del organismo. 
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La Ley N.º 24.156, al definir la composición de su órgano ejecutivo de gobierno, consigna su 

funcionamiento colegiado reservando a su presidente la representación y “ejecución de las 

decisiones de los auditores” (art. 123). Respecto de éstas últimas, el Reglamento interno del 

Colegio de Auditores (Acta N° 17/93 con más sus complementarias y modificatorias) 

establece que “para las decisiones del Colegio se requerirá la mayoría absoluta de los votos 

emitidos” y para que esta mayoría se configure debe haberse verificado una votación en el 

marco de una sesión de Colegio conforme la reglamentación vigente, que establece que el 

quórum requerido en ambas ocasiones se consigue con la presencia de por lo menos cuatro 

(4) de los Auditores Generales. 

En este contexto, del contraste de los requisitos existentes para el normal funcionamiento 

del Colegio de Auditores y la sola presencia del Presidente ante la falta de designación de 6 

auditores generales, no cabe otra conclusión posible que dar cuenta de la acefalía del 

organismo y la incapacidad del auditor en funciones quién ejerce la presidencia 

cumplimentas de manera acabada con las funciones que constitucional y legalmente le 

fueron dadas al organismo. 

  

Delegación de facultades al Presidente de la AGN 

Advertido del peligro que la falta de integración del Colegio de Auditores Generales 

representaba para el normal funcionamiento del organismo, el 23 de marzo de 2025 el 

Colegio de Auditores dispuso delegar en el Presidente las siguientes facultades:  

a) Resolver las cuestiones vinculadas con la gestión administrativa general de la 

Auditoría General de la Nación que hubieran correspondido ejercer a la Comisión 

Administradora. Ello sin perjuicio de las facultades otorgadas a la Gerencia de 

Administración y Finanzas. 

b) Iniciar  los proyectos de auditoría y exámenes especiales ya aprobados en el Plan 

Operativo Anual. 

c) Recepcionar de los proyectos de informe de auditoría y exámenes especiales que 

eleven las Gerencias y su traslado al auditado para formulación del descargo, en el 

marco de la normativa aplicable. 

d) Disponer todo acto administrativo que sea necesario para el desenvolvimiento de la 

AGN mientras el Colegio de Auditores Generales se encuentre impedido de sesionar por 

las circunstancias referenciadas en los considerandos de la presente medida. 

Como se desprende de su simple lectura, la mentada delegación es parcial y limitada a 

cuestiones de índole netamente administrativo, resultando un mero paliativo que sólo 

asegura la continuidad de las tareas por lo que resta del año 2025 pero lejos queda de 

asegurar el cumplimiento de las funciones atribuidas al organismo que más arriba se 

enunciaron. 
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Así las cosas podemos concluir que cuando el Colegio de Auditores no se encuentra 

debidamente integrado -por vacancia, demora en las designaciones o bloqueo político- la 

AGN pierde capacidad institucional para ejercer con normalidad sus funciones. Las 

decisiones relevantes, como la aprobación de informes de auditoría, requieren el voto del 

cuerpo colegiado. La parálisis o falta de integración del Colegio compromete la emisión 

oportuna de dictámenes, la aprobación o modificación de sus planes anuales de auditoría, y 

debilita su peso institucional frente a los órganos auditados y al propio Congreso. 

 

Conclusión 

La Auditoría General de la Nación, como órgano de control externo del Congreso, es una 

pieza esencial para el equilibrio institucional y la buena gobernanza en Argentina. Su correcto 

funcionamiento depende de una conducción colegiada plenamente integrada y operativa. 

Garantizar la designación oportuna de los auditores generales es, por tanto, una obligación 

política y constitucional que impacta directamente en la calidad democrática y en la 

legitimidad del control sobre los actos de gobierno. Cualquier demora o vacancia prolongada 

no solo debilita a la AGN, sino que menoscaba de manera directa la potestad del Poder 

Legislativo de ejercer el control externo del sector público nacional que le fuera atribuida 

constitucionalmente y afecta los mecanismos de rendición de cuentas y el derecho de la 

ciudadanía a saber cómo se utilizan los recursos públicos. 

Es por todo ello que desde el Observatorio del Control Público (OCP) advertimos el atentado 

institucional y constitucional que podría configurarse ante cualquier intento de limitación de 

facultades, vaciamiento directo o indirecto y/o supresión del organismo. 
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